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Acta No. 545 de octubre 20 de 2017
  



Decide la Sala la acción de tutela de la referencia, propuesta por Javier Elías Arias Idárraga, contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito, a la que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo de Barranquilla; Ministerio Público de Barranquilla; Alcaldía Municipal –Control Físico- de Barranquilla; Procurador 2 Judicial II para Asuntos Civiles y Laborales de Bogotá DC; Defensoría del Pueblo Regional Antioquia; Procuraduría General de La Nación Bogotá DC y la Alcaldía Municipal –Control Físico- de Envigado.
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, actuando en su propio nombre, presentó acción de tutela por la presunta violación de sus “… garantías procesales, art. 13, 83 CN…”. 

Como consecuencia de ello, solicitó que se ordene al Juzgado que de manera inmediata notifique a la entidad demandada  en la acción popular por medio de su correo de notificación judicial siguiendo lo autorizado por el CGP y como lo hizo en otra actuación; así como para que aplique los artículos 84 y 42 de la Ley 472 de 1998 y 42 del CGP, respectivamente.
Narra en su escrito que actúa en las acciones populares “2016-509”  y “2016-626” en las que el despacho accionado se niega a notificar dichas actuaciones al correo electrónico para notificaciones judiciales de la entidad demandada en desconocimiento del CGP y de una decisión adoptada en otro libelo de igual característica.
  



Con auto del 4 de octubre se le dio impulso a la acción en la que se ordenó vincular a la Defensoría del Pueblo de Barranquilla; Ministerio Público de Barranquilla; Alcaldía Municipal –Control Físico- de Barranquilla; Procurador 2 Judicial II para Asuntos Civiles y Laborales de Bogotá DC; Defensoría del Pueblo Regional Antioquia; Procuraduría General de La Nación Bogotá DC y a la Alcaldía Municipal –Control Físico- de Envigado, a la vez que se ordenó la recolección de pruebas.
El Procurador Regional de Risaralda, mencionó que su intervención se limita a la protección de los derechos e intereses colectivos.  
La Alcaldía de Barranquilla, expresó, en síntesis, que la tutela no debe sustituir las vías legalmente instituidas para estos procedimientos, pues no constituye una herramienta para revivir términos precluidos o actuaciones judiciales omitidas; que carecen de falta de legitimación por pasiva y que, por tanto, se debe declarar la improcedencia de la demanda promovida.
Por su parte, la Defensora del Pueblo de Barranquilla, manifestó que se pudo constatar que  no reposa en dicha dependencia solicitud  o atención alguna a nombre del demandante y que, por consiguiente se debe negar el amparo elevado.

El Juzgado, remitió las copias solicitadas en un disco compacto e indicó que en relación con la acción popular radicada al número 2016-00509-00 ya se había presentado otra acción de tutela conocida por la Sala Civil-Familia con el número de radicación 2017-00981, y que el accionante no ha suministrado dirección de correo electrónico para notificar el auto admisorio, ni ha hecho gestiones para publicar el aviso a la comunidad.

Finalmente, el Procurador 2 Judicial II Para Asuntos Civiles, pidió denegar la tutela por no existir vulneración alguna de la entidad frente a los derechos fundamentales invocados por el demandante; que igualmente existe una carga de esta parte para procurar la notificación que solicita.
CONSIDERACIONES

1.
La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad en procura de la protección de los derechos arriba señalados bajo la premisa de que el Juzgado no dispone la notificación a la parte demandada en las acciones populares “2016-509” y “2016-626” por medio de correo electrónico, de donde surge la inaplicación de normas contempladas en la Ley 472 de 1998 y el CGP.
2.
En primer lugar, se abordará el tema en cuanto toca con la queja dentro de la acción popular “2016-509”, teniendo presente que obra prueba acerca de una promoción de demanda de igual linaje con anterioridad.
  



Dispone el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991 que “Cuando, sin motivo expresamente justificado, la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas las solicitudes”. 

  



Esta norma viene al caso, porque, como lo dijo el Juzgado y de las copias obtenidas se desprende (f. 8 a 15), el señor Arias Idárraga ya había elevado libelo similar contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito, respecto de la misma acción popular, en la que se dolía, exactamente, de la situación que se precisa, esto es, la negativa de notificación por correo electrónico a la parte demandada; fue radicada al número 2017-00981-00, conocida por la Sala Civil-Familia, que la declaró improcedente mediante decisión del 31 de agosto de 2017 y fue remitida a la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, para surtir la impugnación propuesta, según lo deja ver la constancia de folio 15 vuelto. 

  


Es decir, que hay identidad de partes, pues el accionante en ambos casos es Javier Elías Arias Idárraga y es accionado el Juzgado Tercero Civil del Circuito; de objeto, ya que lo que se pidió en aquella ocasión es lo mismo que ahora, entre otros aspectos; e identidad de causa, porque los hechos, en tal sentido, guardan estrecha similitud. A ello se suma que también se invocan  similares derechos.
   



Sobre estos supuestos ha dicho la Corte Constitucional
, que:




“Bajo este orden de ideas, la Sala debe resaltar que la jurisprudencia ha establecido los requisitos que soportan y condicionan la improcedencia por duplicidad de acciones y, por tanto, ha fijado el conjunto de condiciones a las que se debe remitir el juez en orden a confirmar la existencia de la infracción.  Cada una de ellas recalca la obligación de comprobar la completa identidad entre los elementos de cada solicitud de amparo a partir de cuatro pasos, y –además- de inspeccionar si existe un justificante relevante de dicho actuar. La sentencia de unificación citada, indicó textualmente lo siguiente:

“8.  Para deducir que una misma demanda de tutela se ha interpuesto varias veces, con infracción de la prohibición prevista en el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991, es indispensable acreditar: 

“(i) La identidad de partes, es decir, que ambas acciones de tutela se dirijan contra el mismo demandado y, a su vez, sean propuestas por el mismo sujeto en su condición persona de natural, ya sea obrando a nombre propio o a través de apoderado judicial, o por la misma persona jurídica a través de cualquiera de sus representantes legales.
“(ii) La identidad de causa petendi, o lo que es lo mismo, que el ejercicio simultáneo o sucesivo de la acción se fundamente en unos mismos hechos que le sirvan de causa.
“(iii) La identidad de objeto, esto es, que las demandas busquen la satisfacción de una misma pretensión tutelar o el amparo de un mismo derecho fundamental. 

“(iv) Por último, y como se dijo anteriormente, a pesar de concurrir en un caso en concreto los tres (3) primeros elementos que conducirían a rechazar la solicitud de tutela, el juez constitucional tiene la obligación a través del desarrollo de un incidente dentro del mismo proceso tutelar, de excluir la existencia de un argumento válido que permita convalidar la duplicidad en el ejercicio del derecho de acción. Esta ha sido la posición reiterada y uniforme de esta Corporación, a partir de la interpretación del tenor literal de la parte inicial del artículo 38 del Decreto 2591 de 1991, conforme al cual: “Cuando sin motivo expresamente justificado la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemte todas a solicitudes”
.

“Esto ha permitido entender el alcance del “juramento” previsto en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, el cual se limita a requerir del tutelante la manifestación de no haber presentado respecto de los mismos hechos, entre las mismas partes y con el mismo objeto otra acción de tutela, pues dicha declaración no puede llegar al extremo de impedir que a partir de nuevos fundamentos de hecho se justifique el ejercicio de la misma acción tutelar.” 
   



Como se ve, cada uno de ellos se cumple en este caso, sin perder de vista, adicionalmente, que la decisión adoptada con antelación, aún se encuentra sometida al eventual escrutinio de la Corte Constitucional. En consecuencia, se declarará improcedente la acción respecto de la solicitud que se analiza. 

  



Ahora bien; la complacencia de esta Sala había sido manifiesta, en cuanto se exculpaba al accionante por acudir abusivamente al uso de este mecanismo constitucional cuando promovía demandas de igual estirpe frente a despachos judiciales. En esta oportunidad, sin explicación alguna, sin argumentos adicionales, sin razones fácticas o jurídicas que justifiquen un nuevo estudio de la situación ya planteada, insiste en una cuestión que ya fue objeto de pronunciamiento por parte de la Sala. 
  



Es decir, que se dan todos los elementos para considerar temeraria la actuación del demandante, siguiendo orientaciones de la Corte Constitucional
, si bien existe la triple identidad anunciada, y en cambio, se inadvierte algún sustento que explique, razonablemente, por qué otra vez se promociona cuando en forma reciente ya se dilucidó su queja constitucional. 

Esto, aunque la misma doctrina constitucional ha morigerado la temeridad, cuando quien promueve la segunda acción es un sujeto que por sus condiciones es puesto en estado de ignorancia, o de especial vulnerabilidad o de indefensión, o cuando recibe un inadecuado asesoramiento por parte de un profesional del derecho, o cuando aparecen hechos nuevos
, por cuanto en el caso que nos ocupa, nada de ello ocurre.

Por un lado, son miles las acciones que ha propuesto el mismo accionante, con lo que es imposible hablar de su ignorancia en el tema, máxime cuando ha sido notificado de todas las decisiones adoptadas, entre ellas, la que declaró la improcedencia en la radicada con el número 2017-00688-00; no ha demostrado que se halle en estado alguno de indefensión o vulnerabilidad; ni ha propuesto, como quedó dicho, hechos nuevos o relevantes que puedan hacer la diferencia en este caso; además, nunca ha actuado en las acciones de tutela por medio de apoderado judicial. 

  



Por ello, la Sala acoge el criterio que sobre el tema, para efectos de condena en costas, viene reiterando la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sede constitucional, en aplicación de lo prescrito en el inciso 3º del artículo 25 del Decreto Especial 2591 de 1991 que reza: 

 
“Si la tutela fuere rechazada o denegada por el juez, éste condenará al solicitante al pago de las costas cuando estimare fundadamente que incurrió en temeridad.”
  



Cambiando lo que hay que cambiar, se remite la Sala a lo expuesto sobre el particular por esa alta Corporación
, a cuya lectura se remite en gracia de la brevedad. Decisiones reiteradas
 que, como se dijo, se comparten en cuanto toca con la aludida temeridad. En consecuencia, se condenará en costas al accionante, Javier Elías Arias Idárraga, identificado con cédula de ciudadanía número 10.141.947, en el entendido de que ello corresponde a una multa, en cuantía de un (1) salario mínimo legal mensual vigente, suma de dinero que se consignará a favor de La Nación-Consejo Superior de la Judicatura, cuenta “CSJ-MULTAS Y SUS RENDIMIENTOS CUN” No. 3-0820-000640-8 del Banco Agrario de Colombia, y se pagará en el término que se indicará adelante.

3.
Ahora, en en relación con la otra demanda citada, esto es la radicada en el Juzgado con el número “2016-00626-00”, se recuerda que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia T-022 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.   
De frente a ese derrotero, para la Sala, el amparo es igualmente improcedente, toda vez que, según se desprende de la información allegada, la actuación del Juzgado relacionada con la notificación a la parte demandada se zanjó con auto del 9 de diciembre de 2016 (páginas 4 y 5, disco compacto, f. 32), por medio del cual se le dio impulso a la actuación y se definió que dicha notificación se surtiría siguiendo lo prevenido en el artículo 290 del CGP. 

Es evidente que se incumple la regla de la inmediatez, sobre la que reiteradamente se han pronunciado la Corte Constitucional
 y la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia
, en el sentido de que si bien no existe un término de caducidad o prescripción específico para promover la acción de tutela, hay que proponerla en un tiempo razonable, por cuanto de lo que se trata es de la protección inmediata de un derecho fundamental, por la agresión o amenaza actual e inminente, lapso que se ha generalizado en seis meses, sin que pueda desconocerse que en casos especiales, pueda superar ese tope, en particular cuando se trata de sujetos de especial protección, que no es el caso del ahora demandante. 
Así que cuando se pone en entredicho una posición del juzgado que conoció de la acción popular y el último pronunciamiento data del mes de diciembre de 2016, es claro que a esta parte han transcurrido alrededor de 10 meses, lo que supera el tiempo señalado y ello, como se dijo, desemboca en la improcedencia anunciada, tanto más cuando, en este caso, no se acreditó una condición especial en el accionante que pudiera hacer flexible el análisis de dicho requisito.  
  



En adición, contra ese proveído no se interpuso recurso alguno que mostrara la inconformidad del accionante acerca de la forma de notificación del auto admisorio a la entidad demandada. 

  



De manera que también es improcedente el amparo deprecado. 





Se absolverá a los demás intervinientes por no hallar de su parte trasgresión alguna frente a los derechos reclamados.
DECISIÓN

  



En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito.
  



Se condena en costas, por lo atañedero a la petición que involucra a la acción popular 2016-00509-00, en el entendido de que se trata de una multa al accionante Javier Elías Arias Idárraga, identificado con cédula de ciudadanía número 10.141.947, en la suma de un (1) salario mínimo legal mensual vigente, en favor de la Nación-Consejo Superior de la Judicatura. La misma deberá consignarse dentro de los 10 días siguientes a la notificación que de esta sentencia se efectúe al interesado en la cuenta “CSJ-MULTAS Y SUS RENDIMIENTOS CUN” No. 3-0820-000640-8 del Banco Agrario de Colombia.

 



Vencido ese plazo, sin que se acredite el pago y una vez adquiera firmeza esta providencia, se dispondrá la remisión de copias con las constancias de rigor ante la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial –Oficina de Cobro Coactivo-, para lo de su cargo.

Se absuelve a los demás intervinientes.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA 
         En uso de permiso
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